	Fecha
	11 de junio de 1945
	Sesión número
	31

	Motivo: Habeas Corpus

	Recurrente: Cornelio Fernández

	Tutelada: Rafaela Elizondo Rojas

	Recurrido: Jefe Político de Puerto Cortés

	Objeto del recurso: El recurrente reclama que a la tutelada le ha sido ordenado salir de Puerto Cortés en un término de 48 horas. 

	Respuesta del recurrido: Se han recibido quejas del vecindario contra la tutelada; además de que la misma ha incurrido en la falta de amenaza con arma cortante, por lo que se le sentenció a pagar 100 colones de multa o en su defecto abandonar Puerto Cortés

	Parte dispositiva
	Con lugar (con apoyo en el artículo 9°, inciso 5 de la Ley de Habas Corpus, y el artículo 43 de la Constitución Política, la pena subsidiaria de destierro resulta ilegal).
El Magistrado Saborío declaró sin lugar el recurso por existir una sentencia condenatoria contra la tutelada.



N° 31
SESIÓN ORDINARIA DE CORTE PLENA celebrada a las nueve horas del once de junio de mil novecientos cuarenta y cinco, con asistencia de los señores Magistrados Guardia Quirós (Presidente), Solórzano, Vargas Pacheco, Guzmán, Herrera, Guier, Alfaro, Iglesias, Trejos, Saborío, Sánchez, González, Ramírez y del Suplente Vargas Porras.

	Artículo II
	En examen el recurso de Hábeas Corpus establecido por CORNELIO FERNÁNDEZ en favor de RAFAELA ELIZONDO ROJAS, de quien afirma que ha sido conminada a salir de Puerto Cortés, por el Jefe Político de la localidad, en el perentorio término de cuarenta y ocho horas. Dicha autoridad de policía informa que efectivamente por quejas del vecindario contra la expresada Elizondo Rojas y por haber incurrido en la falta de amenaza con arma cortante, la sentenció a pagar cien colones de multa y en su defecto a abandonar el lugar. 
[bookmark: _GoBack]	Previa deliberación se acordó por mayoría declarar con lugar el recurso con apoyo en el artículo 9°, inciso 5°, de la Ley de Habeas Corpus, porque de conformidad con el artículo 43 de la Constitución Política nadie puede sufrir una pena que no esté de previo establecida por la ley, y las que se pueden imponer a las faltas de policía, son únicamente las de arresto o multa según el artículo 26 del código de la materia. En consecuencia, la pena de destierro subsidiariamente impuesta por el Jefe Político de Puerto Cortés, es ilegal y en esa virtud debe cancelarse la orden respectiva. 
	El Magistrado Saborío declaró sin lugar el recurso por existir sentencia condenatoria contra la persona en cuyo favor se recurre. 

